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        SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, marzo seis de dos mil nueve
Expediente: 66001-22-13-004-2009-00018-00
Acta N° 86 de marzo 6 de 2009
Decide la Sala la presente acción de tutela promovida por José Héctor Colorado Colorado contra el Juzgado Civil del Circuito y Tercero Civil Municipal, ambos del municipio de Dosquebradas.     




ANTECEDENTES

Actuando en su propio nombre el ciudadano José Héctor Colorado Colorado promovió esta acción de tutela en procura de la protección de los derechos fundamentales a la igualdad, al debido proceso y al acceso a la justicia, violados y desconocidos, dice, por el Juzgado Tercero Civil Municipal de Dosquebradas y, se entiende por la referencia de la solicitud, por el Juzgado Civil del Circuito de la misma localidad, ante la negativa de tramitar el proceso radicado bajo el número 2007-00516-00, que instauró frente a la sociedad de economía mixta Dosquebradas Energía y Luz S.A.
Narra en su escrito que el 30 de octubre presentó demanda de impugnación del acta 006 del 26 de abril de 2007 de la asamblea de accionistas de la precitada sociedad que fue rechazada de plano por falta de legitimación por no ser el representante legal de la sociedad al momento de la demanda y que tal decisión fue confirmada por el Juzgado Civil del Circuito; que el acto demandado requería para su validez la inscripción en el respectivo registro mercantil y sólo podía atacarse judicialmente a partir del mismo, que lo fue el 26 de julio de 2007 como consta en el certificado de cámara de comercio que se adjuntó con la demanda y en el que consta que el representante legal de la sociedad demandada para la fecha del acto impugnado era él y lo fue hasta el 23 de agosto de 2007; que respecto a la legitimación el artículo 191 del C.Co. dispone que los administradores pueden impugnar las decisiones de la asamblea o de la junta y que cuando se trate de actos que deban registrarse ésta se deberá intentar a partir del registro mismo; que en su caso el acto demandado lo fue el 26 de julio de 2007 y permaneció en el cargo hasta el 23 de agosto de la misma anualidad, por lo que se encontraba legitimado para formular la respectiva acción.
Pide, entonces, que se ordene a la parte accionada admitir y dar trámite a la demanda promovida. Anexó a su escrito copia del auto del 20 de noviembre de 2007 por medio del cual el Juzgado Tercero Civil Municipal de Dosquebradas rechazó de plano la referida demanda por falta de legitimación en la causa.
Previo requerimiento efectuado al actor y allegada la información que se le solicitó, se dispuso darle impulso a la acción ordenando el traslado de rigor y la práctica de inspección judicial a la actuación que motiva la promoción de esta demanda constitucional. Los accionados guardaron silencio y evacuada la prueba ordenada, se procede a resolver previas estas: 
CONSIDERACIONES

El objeto de la acción de tutela, en los términos del artículo 86 de la Constitución Nacional, desarrollado por los Decretos 2591 de 1991 y 306 de 1992, es la protección inmediata de los derechos fundamentales que una persona advierte lesionados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública o, en determinados casos, por particulares.

Pero no por ser un mecanismo breve y sumario puede servir de soporte a una petición que, por lo que se ve de los hechos relatados y verificados en la inspección judicial practicada, desmerecen la protección invocada, como quiera que no han sido propuestos dentro de un término razonable, lo que pone la acción fuera del reiterado escenario constitucional 
 en el que se ha decantado que en asuntos de esta índole debe imperar el principio de la inmediatez. Precisamente, la brevedad de la tutela obedece a que se trata de la protección de un derecho por su violación actual e inminente, esto es, porque en el justo momento de su ejercicio, o al menos en un tiempo razonable, ese derecho se vea conculcado por la acción o la omisión de un agente del Estado o de un particular.

Esa inmediatez, propia de esta clase de actuaciones, aun cuando no se tenga previsto un término específico de caducidad para promover la acción, por su misma naturaleza implica que su ejercicio no se puede postergar en el tiempo y de manera indefinida al arbitrio del asociado, para que pueda elegir cuándo hacer valer sus derechos fundamentales; todo lo contrario, su reclamación tiene que ser inmediata, para que, de esa misma manera pueda el funcionario judicial proteger el derecho de esa estirpe que se estime conculcado.

Aquí no ocurre de ese modo, pues la acción procura que se ordene admitir y dar trámite a una demanda que se presentó en el mes de octubre de 2007 y que finalmente en el mes de febrero del año 2008 hubo de confirmarse el auto por medio del cual se rechazó de plano, resolución notificada por estado el día 19 de febrero de esa misma calenda, es decir, que fue una decisión adoptada desde hace un año aproximadamente, situación que por sí sola le resta toda posibilidad de triunfo, porque pasado ese tiempo no puede afirmarse ahora que con las providencias proferidas por el Juzgado Tercero Civil Municipal y Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas se le causó un agravio al actor respecto de un derecho fundamental, ya que de haber sido así, era en esa época, una vez resuelto el recurso, la oportunidad hábil para invocar la protección por parte del Estado, compártanse o no los argumentos esgrimidos en su momento por los funcionarios judiciales.
En consecuencia, se negará el amparo impetrado.
DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley NIEGA el amparo solicitado por José Héctor Colorado Colorado contra el Juzgado Civil del Circuito y Tercero Civil Municipal, ambos del municipio de Dosquebradas.     




Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                         CLAUDIA MARIA ARCILA RÍOS









� Sentencias T-808/07, T-055/08, T-089/’08 por citar sólo algunas de más actualidad, porque el tema viene desarrollándose de vieja data .
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